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	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA   ADMINISTRATIVA



	SEGUNDA SALA UNITARIA


	EXPEDIENTE. 1391/2025/2


	SENTENCIA DEFINITIVA



	PARTE ACTORA: **********.


	AUTORIDAD DEMANDADA: SECRETARÍA GENERAL DEL H. AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSI.


	MAGISTRADA: LIC. MARÍA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ.

SECRETARIO: LIC. JUAN JOSÉ GARCÍA MORALES.

COLABORÓ: LIC. JOSÉ DE JESUS GUERRERO ANGUIANO; Y LIC. LEÓN FERNANDO RODRÍGUEZ OROZCO.



San Luis Potosí, San Luis Potosí, a tres de junio de dos mil veintiséis.
V I S T O S.- Para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo número 1391/2025-2, promovido por **********; y,

R E S U L T A N D O:
I. Demanda.- Por escrito ingresado a éste Tribunal el veintitrés de enero de dos mil veinticinco, compareció **********, en la Vía Contenciosa Administrativa a promover Juicio de Nulidad en contra de la Secretaría General del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, por la nulidad de:
"La ilegal **********, mediante el cual el Lic. **********, en su carácter de Secretario General del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, declara improcedente el pago de indemnización patrimonial."

II. Tramitación del Juicio.- Por acuerdo de fecha trece de enero de dos mil veintiséis, se ordenó requerir al actor del juicio a fin de que aclarara el acto impugnado, además de percibirle para que adecuará su demanda, lo que aconteció mediante escrito que presentó el treinta de enero de dos mil veintiséis, en virtud a lo cual el siguiente veinte de febrero de dos mil veintiséis se tuvo por admitida la demanda de la parte actora, ordenando emplazar a la autoridad demandada.

Ulteriormente, por auto de veintiséis de marzo de dos mil veintiséis se tuvo por contestada la demanda a la autoridad demandada, y se admitieron las pruebas; y se fijó fecha y hora para celebrar la audiencia final de este juicio.  
III. En la fecha y hora señaladas se llevó a cabo la audiencia final, con la asistencia del actor y de su diverso testigo. Enseguida el Secretario de Acuerdos dio cuenta con las constancias de autos, posteriormente en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales admitidas, dada su propia y especial naturaleza. En período de alegatos, se certificó que la parte actora sí presentó alegatos, tocante a la autoridad se tuvo que no presentó, dando por concluido ese periodo; con lo que se concluyó la audiencia y finalmente se citó para resolver el presente asunto.
CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1°, 2°, párrafo segundo y 7° fracción X, 9 fracción III, 24, 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo; por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO. Legitimación. De acuerdo con lo ordenado en el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Segunda Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
Por lo que respecta a la personalidad de la parte actora para instar el presente juicio, no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio; y en cuanto a su interés jurídico, está plenamente acreditado con las documentales que acompaño a su escrito inicial de demanda.
Tocante a la autoridad demandada, compareció a juicio el Lic. **********, en su carácter de Secretario General del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P., quien acredita su calidad en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción I, 74, 75 y 90 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO. Existencia de la Resolución impugnada. En el presente asunto la parte actora controvierte el acto administrativo consistente en la **********; cuya existencia queda plenamente demostrada con el original del mismo, que agrego la acciónate a su escrito de demanda, supralíneas valorada –visible a fojas de la 58 a la 76-; y que además se corrobora por la demandada en vía de confesión expresa, toda vez que al formular su contestación de demanda reconoce la emisión del referido acto, esto con fundamento en el artículo 78 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
CUARTO. La Litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo consiste en dilucidar la legalidad o ilegalidad, de la ********** emitida por el Secretario General del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P., en la cual, declara improcedente el pago de indemnización patrimonial.
QUINTO. Causales de Improcedencia y Sobreseimiento. Sea que las partes lo aleguen o no, en el presente asunto se procede analizar si en el caso opera alguna causa de improcedencia o sobreseimiento, por tratarse de una cuestión de orden público, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
En ese tenor, se desprende que la enjuiciada establece en su contestación, lo relativo a la falta de acción del actor, y como consecuencia, invoca la improcedencia y sobreseimiento del presente juicio. De lo anterior, a juicio de la suscrita Magistrada, los planteamientos de la demandada deben desestimarse y considerarse insuficientes para decretar el sobreseimiento del presente juicio. 

Lo anterior es así, toda vez que en el acto reclamado consistente en la **********; emitido por la autoridad demandada, se acredita la existencia de la acción por parte del hoy accionante, máxime si el propio acto impugnado resolvió de fondo.
Antes de entrar al análisis del fondo del asunto, del estudio practicado por esta Sala Unitaria no se advirtió que en la especie se actualizara causal de improcedencia o sobreseimiento alguna; por tanto resulta procedente entrar al estudio de los conceptos de impugnación.
SEXTO. Conceptos de impugnación. Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora son visibles a fojas 54 y 55 –escrito de demanda- del presente sumario, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia que se reproducen a continuación:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.

Contradicción de tesis 50/2010. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo del Noveno Circuito, Primero en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito y Segundo en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Primer Circuito. 21 de abril de 2010. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretario: Arnulfo Moreno Flores. Tesis de jurisprudencia 58/2010. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del doce de mayo de dos mil diez.
Registro digital: 164618. Instancia: Segunda Sala. Novena Época. Materia(s): Común. Tesis: 2a./J. 58/2010. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.Tomo XXXI, Mayo de 2010, página 830. Tipo: Jurisprudencia.”
Y, con relación con la contestación de la demanda, visible a foja de la 94 a la 103, la autoridad básicamente sostiene la legalidad de su acto.

SÉPTIMO. Estudio y Determinación de fondo. De lo anterior se colige que la accionante básicamente se duele de una indebida fundamentación y motivación por parte de la autoridad demandada al emitir el acto impugnado; además, de no ordenar la reparación del daño ocasionado por la actividad irregular que la actora le atribuye a la autoridad municipal. Por tanto, el estudio consiste en dilucidar la legalidad o ilegalidad del acto impugnado.

En este orden, cabe referir que, ha sido criterio reiterado de nuestros Tribunales Federales que conforme a lo dispuesto por el artículo 16 Constitucional, todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas.
Lo anterior encuentra sustento en la tesis de jurisprudencia cuyo rubro, contenido y datos de localización se transcriben enseguida:

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.

Registro digital: 216534. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Octava Época. Materia(s): Administrativa. Tesis: VI. 2o. J/248. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Núm. 64, Abril de 1993, página 43. Tipo: Jurisprudencia.”

Siguiendo este orden de ideas, del análisis de la ********** –acto impugnado- se precisa que la demandada al emitir su resolución declaró la improcedencia del pago de la indemnización, por los motivos señalados dentro del capítulo de “considerado”, visible a fojas de la 24 a la 40. Ahora bien, dentro de sus motivos que determinaron la improcedencia, la autoridad demandada expresó lo siguiente:
(…)

“Por su parte, la Autoridad señalada como presuntamente responsable alude en su escrito de contestación, la falta de acreditamiento de nexo causal por lo que no se demuestra la existencia de una actividad administrativa irregular de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 26 fracción I de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí.

CUARTO.- De la misma forma, la Dirección de Obras Públicas, al ser debidamente emplazada a este procedimiento por ser la autoridad que se encarga del mantenimiento de vialidades del Municipio de San Luis Potosí, contestó mediante oficio DOP/CJ/1199/2025, lo conducente en razón a su escrito de reclamación; por lo tanto, la Dirección de Obras Públicas, señala que la reclamante no demuestra evidencias claras que señalen que el daño fue causado a consecuencia de una actividad administrativa irregular.

Por parte de esa autoridad manifestó medularmente que: "...El reclamante manifiesta que el 26 de julio de 2025 debido a las inundaciones por lluvia en la calle séptima casi esquina con la Av. Universidad su vehículo sufrió daños que ascendieron a la cantidad de $15,04000 pues a su decir los drenajes no tienen la suficiente capacidad para recolectar el agua pluvial, solicitando se le reintegre el importe que erogó. Al analizar la narrativa de hechos, me permito manifestar que no es posible imputar una responsabilidad patrimonial a esta Dirección de Obras Públicas, en términos de lo señalado por el numeral 6 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, toda vez que los hechos que ocasionaron el daño a quejoso, como el mismo lo señala, fue producto de un hecho fortuito (lluvias), aunado a que no la presunta conducta administrativa que se le atribuye a esta dependencia municipal no es de su competencia. En el caso particular de la reclamación, no se acredita plenamente ninguno de los tres requisitos señalados, en particular la supuesta actividad administrativa irregular, ya que se atribuyen conductas que no son competencia de la Dirección de Obras Públicas... Es necesario establecer que los municipios, por disposición Constitucional, se encuentran obligados a organizar y reglamentar la prestación y conservación de los servicios públicos, dentro de los que se encuentra, el relacionado al agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales (art. 141 de la Ley Orgánica del Municipio LOM). Sin embargo, la prestación de este servicio puede realizarse por sí o a través de organismos paramunicipales o intermunicipales (Art. 142 LOM). Normativamente, para el municipio de San Luis Potosí existe un organismo intermunicipal operador de agua encargado de la prestación de servicio de aguas potable y alcantarillado, mismo que en el numeral 1 de sus Reglamento Interno (INTERAPAS) tiene a su cargo el desempeño de las atribuciones y facultades que expresamente le confiere la legislación del Estado en materia de agua potable, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas. Acorde con el numeral 92 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí corresponde a los Organismos Operadores de Agua, ejerce las atribuciones que establece el numeral 79 de dicha normatividad con excepción de las señaladas en las fracciones VIII, IX y X... Como ese resolutor lo podrá observar y en base a la normatividad descrita, esta Dirección de Obras Públicas no cuenta con las facultades o atribuciones para intervenir en temas relacionados con infraestructura hídrica como lo es la utilizada para captar, conducir o controlar la descarga pluvial, sino que le corresponde a los organismos operadores de agua. Basta que se analice el contenido del numeral 190 del Reglamento Interno del Municipio de San Luis Potosí para percatarse que no existe una facultad delegada a la Dirección de Obras para intervenir en materia de infraestructura pluvial. Así pues, POR DISPOSICIÓN LEGAL, esta Dirección de Obras carece de las facultades para intervenir en lo relacionado a la infraestructura hídrica y pluvial, por lo que NO PUEDE ATRIBUÍRSELE UNA CONDUCTA ADMINISTRATIVA IRREGULAR si no está dentro de sus facultades para ejercerlas.” ...
(…)
A parte cabe resaltar que la Dirección de Obra Públicas, hace alusión que el quejoso adjunta como prueba dos comprobantes de pago, uno de un deducible y otro de un servicio, también lo es que estos documentos no demuestran un daño, pues en el caso del primero no se describe el motivo del pago (accidente, robo, extravió), mientras que en el segundo, solo demuestra lo que al parecer se trata de un servicio automotriz rutinario (100,00 km) y no de reparaciones y que por esto no demuestra el reclamante los daños y la existencia de una conducta administrativa irregular de la Dirección señalada como responsable y que el derecho a la indemnización no nace de manera automática por el sólo hecho de demostrarse un daño, sino que para ello es necesario que, además el reclamante demuestre el nexo causal entre el daño y la actuación administrativa irregular, por lo que de no cumplirse con estas exigencias no procede la indemnización reclamada por la inundación y el daño a su vehículo para esa autoridad no es suficiente para demostrar la validez de una reclamación por daño patrimonial, pues conforme a la fracción 1 del multicitado artículo 26 y numeral 27 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí quien reclama debe de acreditar de forma PLENA que la actividad administrativa irregular causó el daño patrimonial, esto es, que el drenaje pluviales insuficiente para la capacitación de agua de lluvia lo que provocó la inundación y la avería a su bien.

(…)

Por lo que, de los hechos en estudio, no se advierte ningún elemento que pueda constituir una acción u omisión por parte de la entidad municipal, no se indica esa irregularidad a la que refiere la Ley aplicable ni los criterios de la Suprema Corte invocados; ya que al no estimarse constitutivos de una actividad administrativa irregular atribuible a la Administración Pública Municipal; por tanto, no es susceptible de resolver el pago de la indemnización y de las pruebas ofrecidas por la Autoridad imputada, no se desprende que existió una actividad pública consistente en el mantenimiento de la vialidad y otras similares inherentes a su misma actividad normal, que constituya una ilegalidad en si misma, circunstancias que deben ser probadas por la parte reclamante, ello en virtud de que los extremos antes eludidos se encuentran dentro de una posibilidad legal y material para el afectado, ya que no hay elementos que hagan manifiesta una actividad administrativa irregular o anormal, mucho menos dolo, culpa o negligencia en la actividad pública que pudiesen haber realizado trabajadores en donde se suscitaron los hechos, de acuerdo a lo expuesto por parte de la Dirección de Obras Públicas, pues es claro al manifestar que no se acredita la irregular actividad administrativa; pues igual el desperfecto no corresponde a las actividades competentes a dicha autoridad municipal tal y como lo hace saber que los municipios, por disposición Constitucional, se encuentran obligados a organizar y reglamentar la prestación y conservación de los servicios públicos, dentro de los que se encuentra, el relacionado al agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales y que la prestación de este servicio puede realizarse por sí o a través de organismos paramunicipales o intermunicipales y que es claro que en el municipio de San Luis Potosí existe un organismo intermunicipal operador de agua encargado de la prestación de servicio de aguas potable y alcantarillado, mismo que en el numeral 1o de sus Reglamento Interno (INTERAPAS) tiene a su cargo el desempeño de las atribuciones y facultades que expresamente le confiere la legislación del Estado en materia de agua potable, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas. Acorde con el numeral 92 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí corresponde a los Organismos Operadores de Agua, ejerce las atribuciones que establece el numeral 79 de dicha normatividad con excepción de las señaladas en las fracciones VIII, IX y X y que se desprende que no existe una facultad delegada a la Dirección de Obras para intervenir en materia de infraestructura pluvial, careciendo de facultades para intervenir en lo relacionado a la infraestructura hídrica y pluvial, por lo que NO PUEDE ATRIBUIRSELE UNA CONDUCTA ADMINISTRATIVA IRREGULAR si no puede ejercerlas legalmente. En ese sentido se puede concluir que la existencia del daño no implica que haya derivado de una actividad irregular, no encontrando así conexión o nexo causal entre el hecho, el acto y el daño ya que como premisa debe existir la lesión patrimonial derivada de una actividad administrativa irregular fuera de los parámetros establecidos por la ley o los reglamentos, consecuencia de un funcionamiento o actuar defectuoso en el servicio público que deben realizar la autoridad municipal señalada como responsable. …

(Énfasis añadido)

Atendiendo a lo anterior, se advierte que la autoridad demandada, al momento de emitir el acto impugnado, reconoce y determina que la autoridad competente es el ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSÍ Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ (INTERAPAS), refiriendo que es el organismo público descentralizado que tiene  a su cargo el desempeño de las atribuciones y facultades en materia de agua potable, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas, con base en el artículo 79 con excepción de las señaladas en las fracciones VIII, IX y X; artículo 92 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí.


Aunado a lo anterior, resulta importante señalar lo establecido en el artículo 79, fracciones II y XXIII de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí; así como parte de la exposición de motivos y el artículo 1 del Reglamento Interno del INTERAPAS, que en su parte conducente establecen:

“LEY DE AGUAS PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI
(…)
ARTÍCULO 79. Cuando los servicios públicos de agua potable, alcantarillado sanitario, alcantarillado pluvial, tratamiento y disposición de aguas residuales sean prestados de forma centralizada por los ayuntamientos, éstos tendrán a su cargo:
 …
II. Realizar por sí, o a través de terceros a los que se les concesionen, o con quien se celebre contrato de conformidad con esta Ley, las obras de infraestructura hidráulica para la prestación, operación, conservación y mantenimiento de los servicios públicos de agua potable, alcantarillado sanitario, alcantarillado pluvial, tratamiento y disposición de las aguas residuales;

…
XXIII. En lo que respecta al alcantarillado pluvial, será a través del ayuntamiento o, de los organismos operadores, en su caso, en el área de su circunscripción, quien determine la elaboración de estudios y obras que se requieran para captar, conducir, regular, aprovechar, controlar y/o transitar los escurrimientos pluviales que se generen en una zona determinada de la ciudad o en nuevos centros de población, hasta su descarga en un cuerpo receptor natural o artificial; además, serán los responsables de la operación y mantenimiento de las mismas. Asimismo, gestionarán por medio de los programas federalizados, los estudios e infraestructura extra o a lo mínimo necesario para la prestación de los servicios en un nuevo fraccionamiento o desarrollo urbano, y 

(…)

ARTICULO 92. El organismo operador tendrá a su cargo: 

I. Ejercer las atribuciones a que se refiere el artículo 79 de la presente Ley, con excepción de las señaladas en las fracciones VIII, IX y X del precitado numeral; 
…”

ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSÍ Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ.
REGLAMENTO INTERNO DEL INTERAPAS

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El presente reglamento se deriva del cumplimiento a lo establecido por los artículos 4°, 27, 115 y 124 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como lo relativo de los artículos 13, 110, 114 fracción III, inciso a), de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, y lo dispuesto en los artículos 92, 97, 100, 101, 102, 103, 104, 107, 143, 191 y 192 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, del 12 de enero del 2006, y su última reforma de fecha 29 de julio del 2019, publicada en el Periódico Oficial del Estado.
ARTÍCULO 1°. El Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, en lo sucesivo INTERAPAS, como Organismo público descentralizado intermunicipal, tiene a su cargo el desempeño de las atribuciones y facultades dentro de los centros de población y asentamientos humanos de las zonas urbanas de sus jurisdicciones comprendidas en su área de factibilidad, que expresamente le confieren la legislación del Estado vigente en materia de aguas, así como el presente Reglamento, otros reglamentos, decretos, acuerdos, circulares y demás disposiciones que en la misma materia emitan las autoridades competentes.”

Ahora bien, bajo este orden de ideas, del sumario se desprende que la referida autoridad demandada, concluyó que los hechos generadores del daño reclamado no resultaban atribuibles a la Dirección de Obras Públicas Municipal, sino al INTERAPAS, por lo que debió atender a lo establecido en el Código Procesal Administrativo del Estado, particularmente en el apartado relativo al procedimiento Administrativo, aplicable a organismos de la Administración pública municipal; lo que se encuentra normado en los dispositivos legales que enseguida se transcriben: 

“CÓDIGO PROCESAL ADMINISTRATIVO PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ

ARTÍCULO 1º. El presente Código es de orden e interés público y de observancia obligatoria en el Estado de San Luis Potosí y tiene por objeto establecer los procedimientos para la actuación de las autoridades administrativas y para el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa. 

ARTÍCULO 2º. Los procedimientos administrativos serán aplicables a los actos, procedimientos y resoluciones de las administraciones públicas estatal y municipal centralizadas, y de los organismos descentralizados de la administración pública estatal o municipal respecto de sus actos de autoridad, a los servicios que el Estado o el municipio presten de manera exclusiva; y a los contratos de derecho público que los particulares celebren con los mismos.

(…)

LIBRO SEGUNDO

DE LOS PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS DEL ESTADO Y MUNICIPIOS DE SAN LUIS POTOSÍ
TÍTULO PRIMERO
ÁMBITO DE APLICACIÓN Y PRINCIPIOS GENERALES
ARTÍCULO 161. Los procedimientos que se establecen en este Libro Segundo del Código, son aplicables a: 

I. Los actos, procedimientos y resoluciones de la administración pública estatal centralizada; 

II. Los actos, procedimientos y resoluciones de los organismos descentralizados de la administración pública estatal respecto de sus actos de autoridad; 

…; 

IV. Los servicios que el Estado o el municipio presten de manera exclusiva, y 

TÍTULO SEGUNDO

RÉGIMEN JURÍDICO DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS

CAPÍTULO I

DEL ACTO ADMINISTRATIVO

ARTÍCULO 164. Son elementos del acto administrativo: 

I. Ser expedido por autoridades competentes, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables; 

II. Que su objeto esté previsto por el ordenamiento jurídico aplicable, determinado o determinable y preciso en cuanto a las circunstancias de tiempo y lugar;

III. Cumplir con la finalidad de interés público, derivado de las normas jurídicas que regulen la materia; 

IV. Constar por escrito, indicando la autoridad de que emana; 

V. Estar fundado y motivado; 

VI. Ser expedido sin que medie error de hecho o de derecho sobre el objeto, causa o motivo, o fin del acto y su emisión, y 

VII. Ser expedido sin que medie dolo o violencia en su emisión. 

ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo: 

I. Que cumpla con las formalidades del procedimiento; 

II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado; 

III. Que se expida de manera congruente con lo solicitado y resolver expresamente todos los puntos propuestos por el interesado o previstos por las normas. 

IV. Que en su expedición se señale lugar y fecha de emisión; 

V. Tratándose de actos administrativos que deban notificarse deberá hacerse mención de la oficina en que se encuentra y pueda ser consultado el expediente respectivo, y 

VI. Tratándose de actos administrativos recurribles, deberá mencionarse el recurso que proceda y el término con que se cuenta para interponerlo, así como la autoridad ante la cual puede ser presentado. 

Cuando en el acto administrativo se omita señalar el término y recurso mencionados en el párrafo anterior, el impugnante contará con el doble del plazo que establecen las disposiciones legales para interponer el recurso correspondiente.

TÍTULO TERCERO
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO
Capítulo I

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 174. Las disposiciones de este Título se aplicarán a los actos que desarrollen las dependencias y entidades ante los particulares, cuando los actos jurídicos que inicien, integren o concluyan el procedimiento administrativo produzcan efectos en su esfera jurídica. 

ARTÍCULO 175. La actuación administrativa en el procedimiento se desarrollará con arreglo a los principios de economía, celeridad, eficacia, legalidad, publicidad, audiencia, igualdad y buena fe. 

Las manifestaciones, informes o declaraciones rendidas por los interesados a la autoridad competente, se presumirán ciertas salvo prueba en contrario, quedando sujetas al control y verificación de la autoridad.

ARTÍCULO 176. El procedimiento administrativo podrá iniciarse de oficio o a petición de parte interesada.

En los procedimientos administrativos no procederá la gestión oficiosa.

Quien promueva a nombre de otro deberá acreditar su personalidad.

ARTÍCULO 177. Las dependencias y entidades no podrán exigir más formalidades que las expresamente previstas en las leyes.

Las promociones deberán hacerse por escrito en el que se precisaran:

….

ARTÍCULO 179. Las dependencias y entidades en sus relaciones con los particulares, tendrán las siguientes obligaciones: 

I. Solicitar la comparecencia de éstos sólo cuando así esté previsto en los ordenamientos jurídicos aplicables, previa citación en la que se hará constar expresamente el lugar, fecha, hora y objeto de la comparecencia, así como los efectos de no atenderla; 

II. Requerir informes, documentos y otros datos durante la realización de visitas de verificación o inspección solo en aquellos casos previstos en este Código u otras leyes u ordenamientos jurídicos aplicables; 

III. Previa solicitud por escrito, hacer del conocimiento de éstos el estado de la tramitación de los procedimientos en los que tengan interés jurídico, y a proporcionarles copia de los documentos contenidos en ellos; 

IV. Hacer constar en las copias de los documentos que se presenten junto con los originales, la presentación de los mismos; 

V. Admitir las pruebas permitidas por las leyes así como las manifestaciones o alegatos que exponga el particular, los que deberán ser tomados en cuenta por el órgano competente al dictar resolución; 

VI. Abstenerse de requerir documentos o solicitar información que no sean exigidos por las normas aplicables al procedimiento, o que ya se encuentren en el expediente que se está tramitando; 

VII. Proporcionar información y orientar acerca de los requisitos jurídicos o técnicos que las disposiciones legales vigentes impongan a los proyectos, actuaciones o solicitudes que se propongan realizar; 

VIII. Permitir el acceso a sus registros y archivos en los términos previstos en éste Código u otras leyes; 

IX. Tratar con respeto a los particulares y facilitar el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones, y 

X. Dictar resolución expresa SOBRE CUANTAS PETICIONES LE FORMULEN; así como en los procedimientos iniciados de oficio, cuya instrucción y resolución afecte a terceros, debiendo dictarla dentro del plazo fijado por la ley.

CAPÍTULO III

INICIACIÓN

ARTÍCULO 182. Los escritos dirigidos a la administración pública estatal o municipal deberán presentarse directamente en sus oficinas autorizadas para tales efectos, en las oficinas de correos mediante mensajería o telefax, salvo el caso de los escritos iniciales los cuales deberán presentarse precisamente en las oficinas administrativas correspondientes.

Cuando un escrito sea presentado ante un órgano incompetente, dicho órgano remitirá la promoción al que sea competente en el plazo de cinco días. En tal caso, se tendrá como fecha de presentación la del acuse de recibo del órgano incompetente, salvo que éste aperciba al particular en el sentido de que su ocurso se recibe sólo para el efecto de ser turnado a la autoridad competente; de esta circunstancia deberá dejarse constancia por escrito en el propio documento y en la copia sellada que al efecto se exhiba.

…
ARTÍCULO 184. Iniciado el procedimiento, el órgano administrativo podrá adoptar las medidas provisionales establecidas en las leyes administrativas de la materia, y en su caso, en el presente Código para asegurar la eficacia de la resolución que pudiera recaer, si existieren suficientes elementos de juicio para ello.

CAPÍTULO IV
TRAMITACIÓN

(…)

ARTÍCULO 188. Los actos necesarios para la determinación, conocimiento y comprobación de los hechos en virtud de los cuales deba pronunciarse resolución, se realizarán de oficio por el órgano que tramite el procedimiento.

ARTÍCULO 189. La dependencia o entidad acordará la apertura del periodo de prueba, cuando no tenga por ciertos los hechos afirmados por los interesados, o cuando lo juzgue conveniente dada la naturaleza del procedimiento.

ARTÍCULO 191. Pone fin al procedimiento administrativo: 

I. La resolución del mismo;

…


V. L a imposibilidad material de continuarlo por causas sobrevenidas y

ARTÍCULO 193. LA RESOLUCIÓN QUE PONGA FIN AL PROCEDIMIENTO DECIDIRÁ TODAS LAS CUESTIONES PLANTEADAS POR LOS INTERESADOS Y DE OFICIO LAS DERIVADAS DEL MISMO. 

EN LOS PROCEDIMIENTOS TRAMITADOS A SOLICITUD DEL INTERESADO LA RESOLUCIÓN SERÁ CONGRUENTE CON LAS PETICIONES FORMULADAS POR ÉSTE, SIN PERJUICIO DE LA POTESTAD DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA ESTATAL O MUNICIPAL DE INICIAR DE OFICIO UN NUEVO PROCEDIMIENTO.” (Énfasis añadido)
De los numerales transcritos se desprende que el Procedimiento Administrativo establecido en el Código Procesal en consulta, es aplicable en los actos y resoluciones de las autoridades pertenecientes a la de la administración pública municipal. Por tanto, es inconcuso que la autoridad demandada dejó de observar el procedimiento expresamente previsto en el artículo 182 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que establece una obligación expresa para la autoridad que conozca de una reclamación de responsabilidad patrimonial cuando advierta que no es competente para resolverla o que los hechos reclamados corresponden a una autoridad diversa, consistente en remitir el expediente a la autoridad que estime competente.
Tales exigencias tienen como propósito garantizar que la reclamación sea conocida y resuelta por el ente público al que jurídicamente pudiera resultar imputable la actividad administrativa irregular presuntamente causante del daño, preservando con ello los principios de legalidad, seguridad jurídica y debido procedimiento administrativo.
Bajo este contexto, se advierte que la autoridad demandada continuó con el conocimiento del procedimiento y emitió una determinación sobre el fondo del asunto, lejos de dar cumplimiento a la consecuencia jurídica prevista por el artículo 182 del Código Procesal Administrativo del Estado, ya que al analizar los hechos sometidos a su consideración dentro del procedimiento de responsabilidad patrimonial del expediente **********, concluyó que los hechos generadores del daño reclamado no resultaban atribuibles a la Dirección de Obras Públicas Municipal, sino es al INTERAPAS a quien le corresponde intervenir en lo relacionado a la infraestructura hídrica y pluvial.
Así, una vez que la autoridad demandada reconoció que la competente era INTERAPAS, debió remitir el expediente a dicha autoridad para que ésta determinara, dentro del ámbito de sus atribuciones, si existía o no responsabilidad patrimonial.
Consecuentemente, la autoridad demandada carecía de facultades para sustituir a la autoridad que estimó competente y pronunciarse sobre aspectos que debían ser examinados originalmente por ésta. Por ello, la resolución impugnada resulta contraria al artículo 182, segundo párrafo, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, así como a los principios de legalidad y competencia que rigen la actuación administrativa, previstos en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Y en virtud de lo anterior, resulta inconcuso que el trámite y determinación final relativos a la solicitud del pago de indemnización patrimonial que insto el aquí enjuiciante, debía  desahogarse por la autoridad competente, es decir por el INTERAPAS, a fin de que ese trámite y en su caso su resolución, adquiera la eficacia que debe revestir tal acto administrativo; y con ello se da certeza jurídica al interesado.

Sobre este tópico cobra relevancia lo dispuesto en la siguiente tesis de jurisprudencia:

“PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. LA NATURALEZA, CONTENIDO Y ALCANCE DEL ACTO TERMINAL SON LOS ELEMENTOS DETERMINANTES PARA DEFINIR SU ESTRUCTURA. Los procedimientos administrativos se integran por una cadena de actos de distinto alcance y contenido, como: a) un presupuesto; b) un acto inicial; c) uno o varios actos de trámite; y, d) el acto terminal, que contiene la voluntad final de la administración. En consecuencia, la naturaleza y contenido de este último distinguen su trascendencia, lo cual es determinante para definir cómo debe conformarse o estructurarse el procedimiento, de manera que permita conseguir eficiencias pero, prioritariamente, la defensa de los probables afectados.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA.

Registro digital: 2011345. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Décima Época Materia(s): Constitucional, Administrativa. Tesis: I.1o.A.E. J/2 (10a.). Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 29, Abril de 2016, Tomo III, página 1904. Tipo: Jurisprudencia.”

Por todo lo anterior, acorde con lo establecido en los artículos 164, 165 y 250 fracciones I, penúltimo y último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado; se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de **********; impugnada en el presente juicio y en consecuencia se decreta su NULIDAD; esto en razón a que el acto impugnado, adolece de elementos y requisitos de validez objeto de estudio en esta sentencia.
Y a efecto de restituir al actor, en el goce de los derechos que le fueron indebidamente violados; en términos de lo dispuesto por los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se ordena a la autoridad demandada, realizar lo siguiente:
1. Emitir un acuerdo en el que deje insubsistente el acto reclamado, consistente en la **********;
2. Emitir una nueva resolución en la que prescinda de resolver respecto del fondo del asunto (la improcedencia); ante la incompetencia que alude;
3. Dar vista con la misma al ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSÍ Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ (INTERAPAS), remitiendo las constancias que integran el expediente administrativo de origen.
4. Por su conducto, informen a este Tribunal cuando se haya remitido.
No es óbice precisar, que acorde con lo dispuesto en el artículo 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado, el cumplimiento de las sentencias es de orden público e interés general, por lo tanto, todas las autoridades que por su competencia o funciones deban intervenir en su ejecución, estarán obligadas a su cumplimiento.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo 7° fracción X de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos 248, 249, 250 fracciones I y V, 251, 252, 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:
PRIMERO. Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO. Se DECLARA la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de la **********, configurada en el presente juicio; y en consecuencia se decreta su NULIDAD; de conformidad y para los efectos precisados en el considerando SÉPTIMO de esta sentencia. 
TERCERO. Notifíquese.
Así lo resolvió y firma, la Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
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